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1. ASUNTO A DECIDIR.

Se resuelve lo concerniente al recurso de apelación presentado por el apoderado de las víctimas, contra la decisión del 7 de diciembre de 2012 adoptada por el juzgado penal del circuito de Dosquebradas en la cual se decretó la preclusión solicitada por el representante de la FGN en favor del señor Sergio Andrés Ospina por el delito de homicidio culposo. 
2. ANTECEDENTES
2.1 Un delegado de la FGN solicitó que se declarara la extinción de la acción  penal en favor del señor Sergio Andrés Ospina. La FGN adelantó esa actuación sin que se hubieran cumplido previamente los trámites previstos en los artículos 286 y ss del CPP. Como fundamento de la petición se invocó la causal de “imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia” que se encuentra contemplada en el numeral 6º del artículo 332 del CPP.

3. SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO ORIGEN AL 
RECURSO INTERPUESTO
3.1 El delegado del ente acusador sustentó su solicitud así: 
· Hizo relato de los hechos que se presentaron el 2 de julio de  2008, en los cuales se produjo el deceso del señor Jesús María Pérez Vargas, al haber sido arrollado por el vehículo de placas SJS 834, conducido por Sergio André Ospina.
· La víctima era un hombre mayor de 65 años de edad, que se  desplazaba solo. 

· Según el croquis existente, la causa probable del accidente de tránsito fue la denominada  “409”, o sea responsabilidad del peatón.
· La prueba de alcoholimetría del señor Ospina arrojó resultados negativos.
· En la fase de indagación se practicaron diversas actividades investigativas. Entre ellas se obtuvo el dictamen del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses sobre los siguientes puntos: i) proceso de interacción entre el vehículo conducido por el indiciado y la víctima; ii) velocidad del mismo y otros aspectos relevantes; y iii) causa probable del accidente.
· Seguidamente el fiscal dio lectura al informe del perito Francisco Nieto Quiroga adscrito al I.N.M.D:
 

· Solamente se cuenta con la declaración que entregó un hijo de la persona fallecida, quien dijo que su padre se encontraba en buen estado de salud y sólo presentaba dificultad para caminar.

· En razón del tiempo transcurrido desde la fecha de los hechos no fue  posible el recaudo de otros EMP, como vestigios de derrapes, huellas de frenada que no se establecieron para el momento del accidente u otras condiciones que no aparecen acreditadas en el expediente.

· En consecuencia se reúnen las exigencias del artículo 332-6 del CPP para solicitar la preclusión ante la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia que ampara al indiciado, ya que fuera del hecho de ser el conductor de la buseta, no se observa ningún grado de compromiso de su parte en el  suceso.

3.2 El apoderado de las víctimas se opuso a la solicitud de preclusión manifestando en lo esencial que no se contaba con evidencias suficientes para adoptar esa determinación, ya que la FGN no  había cumplido con el deber de investigar más a fondo lo sucedido, lo que debió haber hecho desde la fecha del accidente y si sus indagaciones no le permitieron recaudar los EMP necesarios para esclarecer lo sucedido, ello se debió a la desidia con que se actuó para cumplir el programa metodológico, fuera de que no se recogió evidencia en el lugar del hecho, ni se hizo ningún trabajo de vecindario.

Expuso que las pruebas aducidas por el delegado de la FGN eran insuficientes para ordenar la preclusión solicitada, ya que no existió una investigación  adecuada, como la que demandaba la ocurrencia de una conducta de homicidio culposo, cometida en ejercicio de una actividad peligrosa como la conducción de automotores, lo que ameritaba que el asunto se definiera a través de un juicio plenario.
Finalmente adujo que podría presentar testigos de los hechos,  sin mencionar sus nombres.

4. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO
4.1 La juez de conocimiento accedió a la solicitud presentada por la delegada de la FGN. Su decisión se sintetiza así:

· Citó la sentencia CSJ SP del  27 octubre de  2004 de la CSJ, donde se examinó a fondo la teoría  de la imputación objetiva.
· Manifestó que de los medios probatorios aportados por la FGN, se podían deducir dos hipótesis probables del resultado a saber: i) que la víctima que era de avanzada edad,  incrementó el riesgo permitido al cruzar una vía transitada de manera imprudente y sin mirar, tal  y como se consignó en el informe del guarda de tránsito; o ii) que el accidente se le pudiera atribuir al conductor del bus pero el único argumento sería el ejercicio de una actividad peligrosa.

· En este caso el documento mencionado favorece los intereses del indiciado, en virtud del principio de confianza. 
· El vehículo que conducía el señor Ospina fue encontrado en buen estado al igual que sus frenos; no se puede concluir cuál era la velocidad del bus al momento de producirse la colisión, el indiciado no presenta historial de infracciones y no es posible acudir a criterios de responsabilidad objetiva, en la medida en que se advierte que la propia víctima fue quien  creó el riesgo desaprobado.
· La FGN realizó una actuación diligente para recaudar los EMP dentro de esta indagación, por lo cual no comparte el criterio del apoderado de las víctimas quien se opuso a la preclusión, ya que se advierte que el ente acusador no posee suficientes elementos de juicio para sustentar una acusación, ni es posible recaudar más evidencias, fuera de que el mismo apoderado dijo que nunca había puesto a disposición de la FGN las pruebas que dijo tener.
· Por lo tanto resulta posible decretar la preclusión solicitada, con base en la causal invocada, ante la imposibilidad de recaudar evidencias complementarias en razón del tiempo transcurrido desde la fecha de ocurrencia del hecho y advertirse que en este caso se presentó culpa exclusiva de la víctima. 
· Se accedió a la solicitud del delegado de la FGGN y se decretó la preclusión de la investigación.

4.2 La decisión fue recurrida por el apoderado de las víctimas.
5. LOS RECURSOS INTERPUESTOS.

5.1 Apoderado de las víctimas (recurrente) 

Interpuso recurso de reposición y de manera subsidiaria el de apelación. Contra la decisión de primera instancia, con base en los  siguientes argumentos:

· La FGN no agotó el programa metodológico ya que allí se mencionaron unas personas que no fueron ubicadas por los investigadores, que no realizaron las respectivas labores de vecindario, para encontrar a esas personas.

· No se podía ordenar la preclusión con base en las evidencias que anexó el  fiscal, de las cuales se deduce que no se hizo una investigación seria de los hechos.
· El fiscal siempre informó que las pesquisas estaban a cargo del investigador de campo, quien no realizó ninguna labor efectiva.
· Solicita que se reponga la decisión de  primer grado.
5.2 Fiscal (no recurrente)  

· En este caso no se contó con el apoyo de las víctimas, ni de su representante, quien no aportó ningún EMP para dar un rumbo distinto a la investigación durante el tiempo en que ejerció su mandato, fuera de que el recurrente no indicó cuales eran las pruebas determinantes para la investigación.
· No basta con que se enuncie el adelantamiento de un programa metodológico, ya que suelen presentarse dificultades probatorias. En este caso vgr. no se tomaron las huellas de frenada del automotor que conducía el indiciado y ya no es posible realizar ese acto de investigación.

· Solicita que se confirme la decisión recurrida.

5.3 Sobre el recurso horizontal: La juez de primer grado no repuso su decisión inicial,  con base en los mismos argumentos que adoptó en su decisión inicial. Agregó que no era posible aportar nuevos EMP por parte de la FGN en razón del tiempo transcurrido desde la fecha de los hechos, fuera de que se presentó una situación propiciada por la imprudencia de la víctima, que transitaba sola, con lo cual incrementó el nivel de riesgo. Consideró que ante la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia que amparaba al indiciado, era posible avizorar que de tramitarse un juicio, éste terminaría en una sentencia absolutoria y como el caso no podía quedar en la indefinición, no repuso su  decisión.

5.4 El impugnante dijo que basaba su recurso en las mismas razones expuestas anteriormente. Solicitó que en segunda instancia se analizara la  declaración que entregó el señor Albeiro Pérez Agudelo, a efectos de controvertir que el hecho de que su padre sufriera una dolencia en un pie hubiera sido un factor determinante para la ocurrencia del hecho, sobre lo cual se debió ahondar en la investigación, ya que esa situación resultaba insuficiente para ordenar la preclusión, que fue apresurada, ya que se tenía conocimiento de que la víctima estaba en pleno uso de sus facultades mentales y físicas.
5.5 En tal virtud la A quo  concedió el recurso de apelación que interpuso el censor de manera subsidiaria.

6. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

6.1  Esta Sala es competente para  conocer del recurso interpuesto, con base  en lo dispuesto en el artículo 34 de la ley 906 de 2004
, el cual fue formulado por el apoderado de las víctimas.
6.2 Problema jurídico a resolver: La Sala debe pronunciarse sobre el grado de acierto de la decisión de primera instancia, donde se decretó la preclusión de la investigación que se adelantaba contar el señor Sergio Andrés Ospina Ospina por el delito de homicidio culposo, por considerar que en este caso estaba demostrada la causal de imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia alegada por el delegado de la FGN, la cual se encuentra prevista en el artículo 332-6 del CPP.

6.3 En atención al principio de necesidad de prueba hay que manifestar que en  el caso sub examen se allegó la siguiente evidencia documental relevante por parte del ente acusador:

6.3.1 El formato de inspección técnica a cadáver del 2 de julio de 2008, en el cual se menciona que el señor Jesús María Pérez Vargas (Q.E.P.D.) fue arrollado por el vehículo de placas SJS -834, conducido por Sergio Andrés Ospina Ospina, en el sector de la cra.16 con calle 46 de esta ciudad.

5.3.2 El croquis levantado por el guarda de tránsito Rohoney Hincapié donde se menciona que el hecho se presentó a las 10.00 horas del 2 de julio de 2008 y se consignó como hipótesis del accidente para el peatón “409= cruzar sin observar”
.   

6.3.3 La versión del señor Sergio Andrés Ospina, conductor del vehículo con el cual se causó el accidente según la cual: “yo iba girando en el crucero y había un señor en el andén cuando salió corriendo y se metió y lo atropellé con la buseta”.

6.3.4 La diligencia de inspección ocular practicada el 3 de julio de 2008 al vehículo de placas SJS-834 donde el perito de tránsito Alfonso Montañez Gómez consignó que el sistema de frenos de ese automotor se hallaba en buen estado, lo mismo que su dirección, espejos retrovisores, plumillas, llantas y elementos internos de seguridad. Igualmente se expuso que: “Excepto la luz baja interna delantera derecha, las demás completas y en buen estado de conservación y funcionamiento”.

6.3.5 El “Informe de resultados de las revisiones técnico mecánica y de gases” que se había efectuado al automotor SJS 834 el 10 de junio de 2008, en el cual se consignó lo siguiente: “Defectos encontrados en la inspección técnico mecánica: Defectos de las fuerzas de frenado entre las ruedas de un mismo eje en cualquiera de sus ejes, entre el 20 y el 30%... Desequilibrio de las fuerzas de frenado entre las ruedas de un mismo  eje, en cualquiera de sus ejes, entre el 20 % y el 30% Frenos tipo B”.  
De acuerdo a lo consignado en el mismo documento el “defecto tipo B: “Implica un peligro o riesgo potencial para la seguridad del vehículo, de otros vehículos, de sus ocupantes o de otros usuarios de la vía pública”. 

Sin embargo se consignó en el mismo documento: Resultado de toda la prueba APROBADO”
. 

6.3.6 Una entrevista rendida por el señor Albeiro Pérez Agudelo, hijo de la víctima que no resulta relevante frente a los hechos investigados ya que manifestó que  no tenía conocimiento de lo que había sucedido con su padre, por lo cual la única información que pudo entregar era que éste no tenía limitaciones físicas ni visuales ya que ni siquiera usaba gafas, salvo una dolencia en un pie.
 
6.3.7 Un informe pericial de física forense, dirigido a: “obtener proceso de interacción, velocidades, aspectos relevantes y de ser posible la causa probable del accidente”. En los apartes relevantes de sus conclusiones se expuso lo siguiente: “La falta de evidencias como huellas de frenada, derrape, no permitió realizar cálculos de velocidad del rodante”… De la buseta se reportaron todos los elementos de seguridad en buen estado de conservación y mantenimiento… Aspectos relacionados con el comportamiento en el lugar tanto del peatón como del conductor del automotor, percepción, no se relacionaron en el informe de accidentes”.

6.4 En este caso puntual la FGN estableció dos hipótesis sobre el suceso en su programa metodológico
 así: i) “imprudencia del peatón sin posibilidad para el conductor de la buseta de impedir colisión”; y ii) el conductor no conservó el deber objetivo de cuidado que le era esperado”.
El segundo punto del programa metodológico dirigido a demostrar la existencia de la conducta investigada fue adelantado por los investigadores.

El tercer punto consistente en realizar labores de vecindario para ubicar testigos, entrevistarlos, al igual que al personal que atendió inicialmente el caso y recibir conferencia a los familiares de la víctima se cumplió parcialmente ya que sólo se anexó la entrevista que se le tomó a Albeiro Pérez Agudelo, hijo de la víctima quien dijo no tener conocimiento acerca de los hechos en que perdió la vida su padre.

6.5 Ahora bien el delegado de la FGN sustenta su solicitud de preclusión en la valoración que realizó sobre los actos de investigación adelantados, que de acuerdo a su petición no permitían desvirtuar la presunción de inocencia que amparaba al indiciado, máxime si en el informe levantado luego del accidente se consignó como causa probable del accidente que el señor Pérez cruzó la vía sin observar. 

La juez de conocimiento consideró que en este caso resultaba aplicable el artículo 332-6 del CPP, ya que no había evidencias para demostrar que el indiciado incurrió en una conducta culposa por violación del deber objetivo de cuidado.

6.6 En la sentencia C- 920 del 7 de noviembre de 2007 de la Corte Constitucional, se expuso lo siguiente sobre el instituto de la preclusión de la investigación dentro del esquema de la ley 906 de 2004:
“4. La preclusión  en el marco de la estructura  del proceso de tendencia acusatoria.

(…) 

4.2. La nueva regulación constitucional introducida por el Acto legislativo 03 de 2002 (Art. 250.5 C.P.) separó a la Fiscalía General de la Nación de la facultad de precluir las investigaciones, y asignó de manera expresa tal función al juez de conocimiento. Esta configuración, se armoniza con los rasgos fundamentales del nuevo modelo de investigación y juzgamiento conforme al cual, no obstante radicar en la Fiscalía la titularidad para el ejercicio de la acción penal, la  suerte de la misma y la definición del proceso se adscribió al juez, ya sea a través del control sobre la aplicación del principio de oportunidad, la declaratoria de la preclusión del proceso, o la sentencia.

De manera contundente el inciso segundo del artículo 250 de la Constitución establece que “En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación deberá:

(…)

5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar”.

Se trata de un claro mandato para el Fiscal de formular, ante el juez de conocimiento la solicitud de preclusión, en aquellos eventos en que no hubiese podido recolectar evidencia, o elementos materiales de prueba que le permitan sostener una acusación. Es ésta una hipótesis que se funda en los principios de presunción de inocencia e in dubio pro reo, en los que  tradicionalmente se ha inspirado la figura de la preclusión de la investigación. 

(…) 

Más allá de una potestad derivada de la autonomía que la Constitución asigna al fiscal para el ejercicio de la acción penal, configura un imperativo que pretende introducir, en la fase de investigación, un factor de equilibrio entre los poderes del fiscal y los derechos del imputado, en aras de  preservar la garantía de presunción de inocencia que lo ampara. No obstante, esta potestad que la ley radica de manera exclusiva en el fiscal, durante la investigación, no es objeto de este juicio de constitucionalidad que se contrae al alcance del parágrafo del artículo 332 que regula las causales de preclusión que pueden ser invocadas durante el juzgamiento.
(…) 
4.7. Teniendo en cuenta ese marco estructural, observa la Corte que desde una visión sistemática resulta plausible que sea en el momento de culminación de la investigación, y de consiguiente valoración de una eventual acusación por parte del fiscal, que surja la necesidad de plantear la preclusión de la investigación,  por ausencia de mérito para sostener una acusación, ya sea por razones sustanciales atinentes a la responsabilidad del imputado, debido a la inexistencia de soporte probatorio adecuado sobre cualquiera de los aspectos de la imputación, o por razones procesales relacionadas con la procedibilidad de la acción, o el vencimiento de los términos legales.”
6.6.1 A su vez en la sentencia CSJ SP del 31 de octubre de 2012 radicado 39817 se precisaron las exigencias de la preclusión de la investigación en los casos en que se invoca la causal prevista en el artículo 332-6 del CPP. Para el efecto se dijo lo siguiente:

“(…) 

“… la Fiscalía General de la Nación, como titular de la acción penal, ejerce el poder punitivo estatal de manera reglada, esto es, siguiendo las precisas pautas constitucionales y legales que le indican cuando puede imputar cargos o acusar a los ciudadanos y cuando está autorizada para cesar la persecución penal. 

Así, conforme al artículo 287 ibídem, “El fiscal hará la imputación fáctica cuando de los elementos materiales probatorios,  evidencia física o información legalmente obtenida, se pueda inferir razonablemente que el imputado es el autor o partícipe del delito que se investiga”. 

Y según el canon 336, “El fiscal presentará el escrito de acusación ante el juez competente para adelantar el juicio cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió y que el imputado es su autor o partícipe”.    

De esta manera, si en la actuación no se obtiene material probatorio del que se pueda inferir razonablemente la autoría o participación del indiciado en el delito que se investiga, la Fiscalía no estará habilitada para formular imputación. Tampoco podrá radicar acusación si el material probatorio acopiado no refiere con probabilidad de verdad la existencia del delito y la responsabilidad del imputado. (Subrayas fuera del texto original).
En otro sentido, el artículo 250 numeral 5 de la Constitución Nacional faculta a la Fiscalía, como titular de la acción penal,  para solicitar la preclusión de la investigación cuando “no hubiere mérito para acusar”, lo cual debe hacerse de cara a las causales establecidas en la ley…”.
6.7 Para la Sala resulta claro que en este caso la FGN no cuenta con medios probatorios para desvirtuar la garantía de presunción de inocencia, que constituye un derecho fundamental de aplicación inmediata según lo dispuesto en los artículos 29 y 85 de la CP.

Se manifiesta lo anterior porque no se acreditó la existencia de algún testigo de los hechos que desvirtúe la manifestación que hizo el conductor de la buseta ante el guarda de tránsito Rohoney Hincapié en el escrito anexado en el siguiente sentido: “yo iba girando en el crucero y había un señor en al andén cuando salió corriendo y se metió y yo lo atropellé con la buseta”
, ya que en el informe policivo ni en el croquis se cita a ninguna persona como testigo del infortunado hecho en que perdió la vida el señor Jesús María Pérez Vargas.

A su vez la única evidencia con que se cuenta para suponer una violación del deber objetivo de cuidado y un incremento del riesgo permitido por parte del indiciado sería el “informe de revisión técnico mecánica y de gases” efectuado al vehículo que conducía el indiciado el 10 de junio de 2008, es decir antes del accidente donde se certificaron desperfectos en su sistema de frenado, que generaban defecto tipo B que implica: “peligro o riesgo potencial para la seguridad del vehículo, de otros vehículos, de sus ocupantes o de otros usuarios de la vía pública”.
Sin embargo debe decirse que en esa revisión el vehículo SJS 834 fue calificado así “resultado de toda la prueba” “aprobado” por el Centro de Diagnóstico Automotor de Risaralda
, y no se cuenta con algún medio probatorio que demuestre que el accidente que se presentó se debió a una falla en el sistema de frenos del automotor que manejaba el señor Ospina, ya que en el croquis no se mencionó esa hipótesis.

Adicionalmente se debe manifestar que no resultaría procedente revocar la decisión de primer grado, con base en el argumento del apoderado de las víctimas, en el sentido de que la investigación fue deficiente, y no se ahondó en las labores de vecindario para identificar y ubicar a los testigos del hecho investigado, ya que como se expuso anteriormente ni en el informe de tránsito ni en el informe policivo se hizo referencia a personas que hubieran presenciado directamente lo sucedido, lo cual explica porque razón no se cumplió esa parte del programa metodológico de la FGN. 

Por ello se considera que le asistió razón a la funcionaria de primer grado para considerar que en esta caso, desde la perspectiva de la teoría de la imputación objetiva, sobre la cual citó apartes de CSJ SP del 27 de octubre de 2004, radicado 20926, no era  posible atribuir normativamente al indiciado la comisión de la conducta culposa que se le atribuía.  

En ese sentido se debe indicar que en la sentencia citada se expuso lo siguiente:

“(…) se debe recordar que la imputación jurídica del resultado, que se constituye en el primer nivel de desarrollo de la teoría de la imputación objetiva, se sustenta en el principio de que el riesgo jurídicamente desaprobado que se concreta de manera efectiva en la producción del resultado, es el fundamento de la imputación, con lo cual se pretende superar aquellas tendencias ontologicistas que enlazaban acción y resultado con exclusivo apoyo en las conocidas teorías de la causalidad (teoría de la equivalencia, conditio sine qua non, causalidad adecuada, relevancia típica).  

En ese margen, los criterios de imputación objetiva parten de dos supuestos básicos: el de riesgo permitido y el principio de confianza, que determinan el estado de interacción normal de las relaciones sociales y de los riesgos que en ellas se generan. De manera que, sólo cuando la víctima asume conjuntamente con otro una actividad generadora de riesgos (lo cual acá no ocurre), puede eventualmente imputársele el resultado a la víctima, siempre que esta tenga conocimiento del riesgo que asume. En consecuencia, si es el autor quien recorre la conducta descrita en el tipo penal (quien crea el riesgo), el resultado debe serle imputado a aquel y no a la víctima, pues ésta obra dentro del principio de confianza que le enseña que en el tráfico de las relaciones sociales el vendedor realizará el comportamiento en el ámbito de competencia que le impone la organización.

Si se quisiera ir mas allá, podría también decirse que “actualmente el juicio de imputación se fundamenta en la delimitación de ámbitos de competencia: solo se responde por las conductas o resultados que debo desarrollar o evitar en virtud de los deberes que surgen de mi ámbito de responsabilidad y que se desprenden de los alcances de la posición de garante. Lo demás –salvo los deberes generales de solidaridad que sirven de sustento a la omisión de socorro – no le concierne al sujeto, no es de su incumbencia.”

6.8 Se debe que agregar que de acuerdo a CSJ SP del 31 de octubre de 2012, radicado 39817, si la FGN no cuenta con evidencia suficiente para presentar un escrito de acusación, ya que los EMP recaudados no generan probabilidad de verdad sobre la responsabilidad del acusado, resulta procedente que se solicite la preclusión de la investigación, con base en la causal prevista en el artículo 332-6 del CPP., como ocurrió en este caso, donde la evidencia recaudada indica que en el caso del señor Ospina no le resulta posible al ente acusador  desvirtuar la garantía constitucional de  presunción de inocencia que lo ampara. 

Esa posición resulta conforme con lo dispuesto en el artículo 250 de la Constitución de 1991, que establece que la Fiscalía General de la Nación  está obligada a “adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio siempre y cuando medien motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.” 
6.9 A su vez  se debe tener en cuenta que el artículo 59 de la ley 769 de 2002 (C.N.T), define como “peatones especiales” a los ancianos y establece que estos al cruzar las vías deberán ser  acompañados por una persona mayor de 16 años. De lo anterior se puede deducir que el hecho de que el señor Jesús María Pérez Vargas (Q.E.P.D.) tuviera para la fecha de los hechos más de 75 años de edad y no hubiera estado acompañado de alguna persona al transitar por la vía pública, indica un comportamiento antinormativo de la víctima, que pudo haber tenido alguna injerencia causal en el accidente que sufrió.

6.10 En atención a lo expuesto por el órgano de cierre en materia penal, sentencia CSJ SP del 20 de mayo de 2003, radicado 16636, se pude plantear que en el caso sub examen, no existe ninguna evidencia que demuestre que el señor Ospina incrementó el riesgo permitido al conducir su vehículo y que esa conducta tuvo injerencia en el resultado producido,  por lo cual en atención  a los correctivos que la dogmática penal le ha impuesto a la teoría de la equivalencia de condiciones, no resulta posible imputarle objetivamente la realización de una conducta antijurídica determinante para la causación del  resultado. En el precedente mencionado se expuso lo siguiente:
“1. Como es evidente, la simple relación de causalidad material no es suficiente para concluir en la responsabilidad penal de un procesado. A ello es menester agregar otras razones, entre ellas, las que demuestran que la consecuencia lesiva es "obra suya", o sea, que depende de su comportamiento como ser humano. O, como se dice en el nuevo Código Penal, que plasma expresamente aquello que desde mucho tiempo atrás se viene exigiendo, "La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado" (artículo 9o.).

2. En casos como el analizado, la imputación jurídica -u objetiva- existe si con su comportamiento el autor despliega una actividad riesgosa; va más allá del riesgo jurídicamente permitido o aprobado, con lo cual entra al terreno de lo jurídicamente desaprobado; y produce un resultado lesivo, siempre que exista vínculo causal entre los tres factores. Dicho de otra forma, a la asunción de la actividad peligrosa debe seguir la superación del riesgo legalmente admitido y a éste, en perfecta ilación, el suceso fatal.

Dentro del mismo marco, la imputación jurídica no existe, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima.”
Fuera de lo anterior en este caso obra la constancia dejada por el señor Sergio Andrés Ospina, en el informe del guarda de tránsito, en el sentido de que la víctima: “salió corriendo y se metió y lo atropellé con la buseta“
, de la cual se puede inferir, en ausencia de prueba en contrario, una situación de autopuesta en peligro atribuible al señor Pérez, cuyos requisitos fueron examinados en la misma providencia que se cita así:
“(…) 

a) Es sabido que el comportamiento de la víctima, bajo ciertas condiciones, puede eventualmente modificar y hasta excluír la imputación jurídica al actor.

b) Para que la acción a propio riesgo o autopuesta en peligro de la víctima excluya o modifique la imputación al autor o partícipe es necesario que ella:

Uno. En el caso concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado.

Dos. Que sea autorresponsable, es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo.

Tres. Que el actor no tenga posición de garante respecto de ella.”

Y sobre este punto debe manifestarse que de acuerdo a la entrevista que rindió el señor Albeiro Pérez Agudelo, hijo de la víctima
, su padre no sufría limitaciones  o físicas y en especial visuales ya que veía bien y no usaba gafas; la única molestia que presentaba era que de vez en cuando le dolía un pie, agregando que su progenitor: “salió solo de la casa, no acostumbraba caminar con alguien…el siempre que salía lo hacía solo…”, lo cual da entender que el señor Pérez no presentaba alteraciones físicas o cognitivas que le impidieran conocer el riesgo que asumió, que fue incrementado al transitar sin un acompañante.

6.11 De conformidad con lo anterior, se concluye que le asistió razón a la funcionaria de primer grado al decretar la preclusión solicitada, por lo cual se impartirá confirmación a la providencia recurrida.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por la juez penal del circuito de Dosquebradas, mediante la cual precluyó la investigación a favor del señor Sergio Andrés Ospina Ospina, por el delito de homicidio culposo. 
SEGUNDO: La presente decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria 
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�  Artículo 34. De los tribunales superiores de distrito. “Las salas penales de los tribunales superiores de distrito judicial conocen: 1. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito.”
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� Corte Constitucional, sentencia SU 1184  de noviembre 13 de 2001. M.P. Eduardo Montealegre Lynnet


� En la copia de la cédula del occiso no se menciona su fecha de nacimiento. Sin embargo aparece como fecha de expedición el 13 de diciembre de 1955. Si se tiene en cuenta que para esa fecha el señor Pérez ya había alcanzado la mayoría de edad y que su muerte se presentó el 2 de julio de 2008, su edad mínima sería de 75 años. Ver Fl. 51 C. Pruebas. Además ver  protocolo de necropsia Folio 38 a 40 C. Pruebas.
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